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JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS  

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, febrero veint idós (22) de dos mil veint icuatro (2024)  

 

  
ASUNTO   

  
SENTENCIA DE TUTELA   

  

  
DERECHO   

IDENTIDAD,  SALUD Y VIDA  

  

  

  
R ADIC ADO   

 
NI  40743  

  
68001.3187.004.2024.000 21  

  
EXPEDIENTE   

FÍSICO  

  

  

  

ELECTRÓNICO    

X  

  
ACCION ANTE   

  
MIGUEL ESPARZA MANTILLA  

  

CÉDUL A     
 

  

 

A S U N T O 

 

Procede el Despacho a proferir el correspondiente fal lo dentro de la acción 

constitucional de tutela instaurada por MIGUEL ESPARZA MANTILLA contra 

la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, la FISCALÍA GENERAL 

DE LA NACIÓN y NUEVA E.P.S., por considerar vulnerados sus derechos 

fundamentales a la identidad, a la salud y a la vida .  

 

A N T E C E D E N T E S 

 

Hechos 

 

Como acontecer fáct ico de la acción constitucional señaló el accionante que 

su hermano Alf redo Esparza Manti l la se apoderó de su Registro Civil  de 

Nacimiento para tramitar la cédula de ciudadanía ante la Registraduría 

Nacional del Estado Civi l ,  ent idad que expidió el documento con número 

13.536.467 en el que aparece el nombre de Miguel Esparza Mant il la, así 

como sus datos personales , pero con la fotograf ía y las huellas dact i lares 

de su hermano, documento que le fue entregado a éste y permanece bajo su 

custodia.  

 

Señala que ha intentado obtener la cedula de ciudadanía durante muchos 

años atendiendo su importancia , pero no ha sido posible , porque existe un 

documento de ident idad expedido a su nombre.  
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Aduce que, en atención a la respuesta suministrada por el Registrador del 

Estado Civil  de Lebr ija , a la consulta de la problemát ica expuesta, el 8 de 

marzo de 2022 presentó denuncia ante la Fiscalía del municipio de Lebr ija , 

sin que a la fecha se haya vinculado a su hermano , ni enviado documento 

alguno a la Registraduría Nacional del Estado Civi l que solucione el asunto.   

Añade que en indagación realizada el 7 de febrero en la Fiscalía de Lebr ija 

le fue informado que el proceso se remit ió a la Fiscalía Séptima Seccional 

de Bucaramanga.  

 

Por últ imo, relata que en atención a un accidente cerebral padecido en 

dic iembre de 2022, ingresó por urgencias al Hospital de Lebr ija donde se le 

brindó atención médica intrahospitalaria desde el 19 de dic iembre de 2022 

al 19 de enero de 2023 por emergencia hipertensiva órgano blando cerebro, 

donde le recibieron como documento de identidad una acreditación expedida 

por la Registraduría de Lebr ija para el proceso de renovación de la cédula 

de ciudadanía donde aparece su nombre, su fotograf ía y e l número 

13.536.487.   Sin embargo, se le exige por la IPS, presentar la cédula de 

ciudadanía, documento con el que no cuenta , situación por la que se le ha 

suspendido la entrega de medicamentos y le imposibi l i ta sol ic itar citas 

médicas para el control y seguimiento de su situación médica , circunstancia 

que pone en r iesgo su vida.  

 

Pretensiones 

 

Por los anteriores hechos sol ic itó el amparo de su s derechos fundamentales 

a la ident idad, salud y vida , por ende, deprecó: i)  se ordene a la 

Registraduría Nacional del Estado Civi l  real izar las gestiones necesar ias 

para lograr la expedición de su cédula de ciudadanía, i i)  ordenar a la Fiscalía 

General de la Nación avanzar en el conocimiento y conclusión de la denuncia 

presentada desde el mes de marzo de 2022, i i i)  ordenar a la NUEVA E.P.S. 

autorizar los controles médicos y la entrega de medicamentos para el 

tratamiento de su enfermedad. 

 

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L  

 

Una vez repart ida la actuación, mediante auto del 9 de febrero de 2024, este 

Juzgado avocó el conocimiento de la presente acción constitucional en 

contra de la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, la FISCALÍA 
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GENERAL DE LA NACIÓN y NUEVA E.P.S., ordenándose correr traslado del 

l ibelo tutelar a las autoridades accionadas para que se pronunciaran f rente 

a los hechos y las pretensiones, y así ejerciera n sus derechos de defensa y 

contradicción, disponiéndose de este modo dar le el trámite previsto en el 

decreto 2591 de 1991.  

 

De igual forma, se dispuso vincular a la Dirección Seccional de Fiscalías de 

Santander, a la Fiscalía Sépt ima Seccional de Bucaramanga, a la Fiscalía 

Local de Lebr ija, a la Registraduría del Estado Civi l de Lebrija y de 

Bucaramanga, a la Coordinación del Grupo Jurídico DNI de la Registraduría 

Nacional del Estado Civi l y a Alf redo Esparza Mant i l la , concediéndoseles el 

mismo término para ejercer sus derechos de defensa y contradicción.  

 

Asimismo, se negó la medida provisional deprecada.  

 

Poster iormente, a través de auto adiado 21 de febrero se ordenó la 

vinculación de la Alcaldía de Lebrija y la Gobernación de Santander.  

 

Informe rendido por la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL  

 

Informó a través del Jefe de la Of icina Jurídica que consultado el SIRC –  

Sistema de Información de Registro Civi l a nomb re de Miguel Esparza 

Mant i l la, el registro civi l  de nacimiento serial 14440490 , inscrito el 21 de 

junio de 1990 en Lebrija, Santander, vinculado al NUIP 13.536.467 como 

hijo de Ligia Manti l la Galvis y Otil io Esparza Esparza se real izó la inscr ipción 

median te “part ida de bautismo parroquia de Lebr ija, Santander, registro que 

se encuentra vál ido.  

 

Ref iere igualmente que el registro civi l de nacimiento serial 21916486 

inscr ito el 9 de octubre de 1997 en Lebr ija, Santander,  con fecha de 

nacimiento el 14 de abri l de 1974 en Lebrija, Santander, como hijo de Ligia 

Mant i l la Galvis,  s in documento de identidad y Otil io Esparza Esparza 

identif icado con la cédula de ciudadanía No. 2.112.532, se realizó la 

inscr ipción mediante “part ida de bautismo ,  el registro se encuentra vál ido.  

 

Menciona que revisado el Archivo Nacional de Identif icación (ANI) se ver if icó 

que, a nombre de Miguel Esparza Manti l la, se expidió la cédula de 

ciudadanía No. 13.536.467 el 16 de junio de 1992 en Lebr ija –  Santander, 
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el cual fue producido y entregado, encontrándose vigente.   Poster iormente, 

el 25 de jul io de 2020 se sol ic itó renovación de la cédula de ciudadanía 

número 13.536.467, trámite que fue rechazado , así como la solic itud de 

duplicado presentada el  27 de agosto del mismo año, debido a que el 

sistema encontró que la información biográf ica  (huel las decadact i lares y 

foto) no corresponden a las suministradas para el trámite de primera vez de 

la cédula de ciudadanía en mención . 

 
Explica que para determinar la verdadera identidad de quien dice l lamarse 

Miguel Esparza Manti l la, quien según su dicho fue suplantado por su 

hermano Alf redo Esparza Mant il la, es necesario tomar reseña de plena, con 

el objet ivo de determinar mediante cotejo biométrico dact i lar y/o facial que 

son dos personas dist in tas t itulares de la misma cédula de ciudadanía.  Por 

tanto, mediante correo electrónico del 12 de febrero de 2024 se le agendó 

cita a Miguel Esparza Mant i l la y a Alf redo Esparza Manti l la para el 13 de 

febrero de 2024 en las instalaciones de la Registradurí a Municipal de 

Lebr ija, Santander, con el propósito de tomar la reseña requer ida.  

 

Sin embargo, la parte accionante le comunicó a la Of icina Jurídica de la 

entidad que los dos hermanos viven juntos, pero Alf redo Esparza Mant i l la 

se negó a acudir a la cita agendada y el único que se presentó a la di l igencia 

fue el interesado.  

 
Agrega que una vez la Registraduría Municipal de Lebrija remit ió la reseña 

de plena identidad, tomada a Miguel Esparza Mant il la se le sol ic itó a la 

Dirección Nacional de Ident if icación  pasar por CCT la reseña de plena 

identidad tomada a quien manif iesta ser Miguel Esparza Mant i l la con el 

objet ivo de determinar si el  accionante ha solicitado otro documento con el 

cual identif icarse, entre otras pruebas; respecto de las cuales la 

dependencia informó que:  “…real izado el cotejo técnico manual entre la 

reseña de plena identidad del accionante y la información que reposa en los 

trámites de renovación y dupl icado del NUIP 13 .536.467 a nombre de Miguel 

Esparza Mant il la,  se encontraron coincidencias en las minucias es decir se 

trata de la misma persona …”.  

 

Respecto al numeral segundo se determinó que, “…sometidas las 

impresiones dact i lares que reposan en el trámite de pr imera vez del NUIP 

13.536.467, en el Centro de Consulta Técnica (CC T), arrojó como resultado 

POSITIVO (HIT) para el mismo trámite (…) ”  
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Por otro lado, señala que el accionante remit ió la sol ic itud de cancelación 

del registro civi l de Nacimiento serial 21916486, luego de que el 13 de 

febrero de 2024 se le informara vía telefónica que la entidad está facultada 

para disponer por vía administrat iva la cancelación de una inscripcion en el 

registro civi l de nacimiento, la cual procede unicamente si se han 

consignado los mismos datos en ambos registros.  

 

Advierte, la  Registraduría Nacional del Estado Civi l se encuentra en 

imposibi l idad mater ial de establecer a quien en realidad pertenece la 

identidad de Miguel Esparza Mant il la,  razón por la que se abstiene a realizar 

cualquier acto administrat ivo que pueda ser perjudicial para el verdadero 

dueño de la identidad.  Por lo tanto, considera fundamental inic iar las 

actuaciones de investigación pert inentes por parte de la Fiscalía General de 

la Nación o que por parte de Alf redo Esparza Manti l la , quien convive y es el 

presunto hermano del accionante, se acerque a la Registraduría Municipal 

de Lebr ija –  Santander, para la toma de reseña de plena ident idad.  

 

En tal virtud, sol icita instar a Alf redo Esparza Mant il la a presentarse a la 

Registraduría Municipal de Lebrija –  Santander, con el  objet ivo de adelantar 

las di l igencias necesarias y así brindar una solución de fondo a la situación 

que presenta el accionante.  Igualmente, pide se niegue la sol ic itud de 

amparo radicada en contra de la Registraduría Nacional del Estado Civil por 

cuanto en desarrollo de sus funciones no ha vulnerado derecho fundamental 

alguno.  

 
Contestación de NUEVA E.P.S.  

 

La Apoderada Especial manifestó que, ver if icado el s istema integral de la 

entidad, se evidenció que el accionante MIGUEL ESPARZA MANTILLA 

identif icado con la cédula de ciudadanía número 13.536.467 se encuentra 

en estado act ivo para recibir la asegurabi l idad y pert inencia en el s istema 

general de seguridad social en salud en el régimen subsidiado , indicativo de 

que el usuario puede acceder a los servic ios de salud.  

 
Asegura es NUEVA EPS no es la ent idad que real iza las programaciones de 

las atenciones en salud, consultas, exámenes, procedimien tos, estos son 

programados por la IPS, el prestador de salud; evidenciándose que para el 

caso puntual la IPS PRIMARIA del usuario es la ESE SUBSIDIADO - 
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HOSPITAL SAN JUAN DE DIOS DE LEBRIJA.  Asevera que bajo tal 

circunstancia NO existe negación alguna u om isión en la prestación de 

servic ios por parte de NUEVA EPS, por cuanto en ningún momento ha 

negado o restr ingido el acceso al servic io de salud que se requiere.  

 

De igual forma aclara que la asignación y real ización de consultas,  

controles, c irugías, terapias, exámenes, prestación de servic ios 

domici l iar ios, son programados directamente por la IPS encargada de la 

prestación del servicio, y no por parte de NUEVA EPS en su condición de 

aseguradora en salud, toda vez que las asignaciones dependen única y 

exclusivamente de la disponibil idad respecto a la agenda médica del galeno 

tratante, conforme la atención dispuesta.  

 

En ese orden sol icita se niegue por improcedente la pretensión del 

accionante ante la ausencia de vulneración de los derechos fundamentale s 

por parte de la entidad promotora de salud.  

 
Informe rendido por la Fiscalía Séptima Seccional de Bucaramanga  

 

A través de la Asistente Fiscal I I  comunicó que a ese Despacho le 

correspondió el conocimiento de la denuncia interpuesta  por Miguel Esparza 

Mant i l la, radicada bajo la part ida número 684066.000.143.2022.50309, 

contra Alf redo Esparza Manti l la, por el presunto del ito de obtención de 

documento públ ico falso.  

 

Agrega que el 24 de febrero de 2023 se l ibró orden a pol icía con el f in de 

dar claridad a los hechos, rat if icada el 9 de febrero de la presente anualidad.  

 

Contestación de la Dirección Seccional de Fiscalías de Santander  

 

La Directora encargada informa que es el despacho f iscal asignado y a cargo 

de las di l igencias de las cuales precisa el pet ic ionar io, el l lamado a ejercer 

la acción penal y otorgar las respuestas de fondo requeridas por las partes 

dentro del mismo, de acuerdo a su competencia y en cumplimiento de las 

atr ibuciones legales y constitucionales conferidas en los  art iculos 249 y 250 

de la C.P.  
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Advierte que las determinaciones adoptadas en un proceso penal son de 

resorte exclusive del f iscal t i tular, pues es él quien determina la pert inencia 

para ordenar motivadamente cada actuación dentro del caso a su cargo, en  

ese sentido la vict ima o partes dentro del proceso t ienen a su haber las 

oportunidades legales y procesales para elevar las sol ic itudes y part icipar 

en las respectivas audiencias o presentando directamente ante la agencia 

f iscal o ante el Juez de Control de Garantías los elementos materiales o 

sol ic itudes que considere pert inentes.  

 

 

Informe rendido por la Alcaldía de Lebrija  

 

El representante legal del municipio sol icitó se nieguen las pretensions a 

que se ref iere la acciòn de tutela , puesto que en ninguna de el las se hace 

referencia al municipio de Lebr ija y conforme a ello no se puede estructurar 

la violación de derecho fundamental alguno.  

 
 
 
Contestación de la Gobernación de Santander  
 

La Directora de Apoyo Jurídico, de Contratación y Procesos Sancionator ios 

de la Secretaría de Salud de Santander indicó que revisada la base de datos 

ADRES se evidencia que MIGUEL ESPARZA MANTILLA t iene af i l iación a 

NUEVA E.P.S. en el municipio de Lebr ija, Santander, estando su af i l iación 

como activo al regimen subsidiado.  

 

Ref iere que el objeto de la presente acción constitucional no es competencia 

de la Secretaría de Salud Departamental de Santander y que no ha 

vulnerado derecho fundamental alguno al accionante.  Por lo tanto, solic ita 

ser excluida de cualquier t ipo de responsabi l idad f rente a la acción de tutela.  

 

 

No contestación del ciudadano ALFREDO ESPARZA MANTILLA.  

 

Pese a encontrarse notif icado, guardó si lencio durante el trámite del 

amparo.  

 



   
 

8 
 

C O N S I D E R A C I O N E S  
 

Competencia  

 

En el caso que nos ocupa, la acción se encuentra dir ig ida contra la 

REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL , organismo autónomo del 

orden nacional,  s in personería jur ídica, independiente de las t res ramas del 

poder público.   Igualmente, contra la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, 

entidad pública del orden nacional,  perteneciente a la Rama Judicial.  

 

Asimismo, el art ículo 86 Super ior dispone que toda persona podrá acudir a 

la acción de tutela para reclamar la protección de sus derechos 

fundamentales, si  avizora su vulneración o puesta en peligro por la acción o 

la omisión de una autoridad, o de un part icu lar en los casos expresamente 

previstos por la ley;  sin embargo, la procedencia de este trámite que se 

caracter iza por su naturaleza residual y subsidiaria, no l lamada a reemplazar 

los procedimientos ordinarios previstos por el legislador y sujeta a la 

inexistencia de otro mecanismo de defensa judicial,  salvo que se acuda 

transitor iamente para precaver un perjuicio irremediable.  

 

Problema jurídico, tesis y decisión a adoptar  

El problema jur ídico radica en determinar si la Registraduría Nacional del 

Estado Civil ,  NUEVA E.P.S.  y la Fiscalía General de la Nación , vulneraron 

los derechos fundamentales al debido proceso, identif icación y salud del 

ciudadano Miguel Esparza Manti l la, la primera de el los al negar la 

expedición de la cédula de ciudadanía, la segunda al negarse a prestarle 

los servic ios de salud y el tercero, por la presunta mora judicial injust if icada 

en la invest igación penal radicada bajo la part ida número 

68406.6000.143.2022.50309 que cursa en la Fiscalía Sépt ima Seccional de 

Bucaramanga. 

El asunto objeto de estudio se torna de relevancia constitucional,  por 

comprender los derechos fundamentales al debido proceso, a la identidad y 

personal idad jur ídica, en conexidad con el derecho fundamental a la salud,  

entre otros. Esto por cuanto al impedirse la expedición de l documento de 

identif icación,  el accionante se ve imposibil i tado para acceder a los servic ios 

de salud, lo que compromete su derecho a la vida. Situación que pretendió 

solucionar al adelantar el proceso de expedición de la cédula de ciudadanía 
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ante la Registraduría Nacional del Estado Civi l ,  pero que no ha logrado 

resolverse de fondo, al considerar  la entidad como indispensable la toma de 

muestras a la persona que presuntamente suplantó su identidad . Por lo 

anterior, su hermano Alf redo Esparza Mant i l la es el actual portador de la 

cédula de ciudadanía número 13.536.487, expedida con sus datos 

personales.  

Desde ya se advierte que el amparo sol ic itado por el accionante t iene 

vocación de prosperar, las razones son las siguientes:  

 

Norma aplicable 

 

De conformidad con el art ículo 86 de la Carta Polít ica, toda persona tendrá 

acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, 

mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien 

actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados 

por la acción o la omisión de cualquier autoridad o de los part iculares en los 

casos señalados en la ley.  

 

Respecto a la personalidad jurídica, el debido proceso y la cédula de 

ciudadanía.    

 

“7.1 El art ículo 14 de la Constitución Polít ica de 1991, consagra el derecho 

fundamental que t iene toda persona a que se le reconozca su personal idad 

jur ídica. Tal derecho se predica de igual for ma de todo ser humano según el 

Pacto Internacional de Derechos Civi les y Polít icos aprobado por el Estado 

colombiano mediante la Ley 74 de 1968 ] ,  y de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos aprobada a través de la Ley 16 de 1972 .   

  

7.2 De acuerdo con lo anterior, la Corte mediante sentencia C -109 de 1995 

señaló que “el derecho a la personal idad jurídica no se reduce únicamente 

a la capacidad de la persona humana de ingresar al tráf ico jur ídico y ser 

t itular de derechos y obligaciones sino que comprende, además, la 

posibil idad de que todo ser humano posea, por el s imple hecho de exist ir  e 

independientemente de su condición, determinados atr ibutos que 

constituyen la esencia de su personal idad jur ídica e individualidad como 

sujeto de derecho ”.  Dichos atr ibutos corresponden a los establecidos en la 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-283-18.htm#_ftn20
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legislación civil  colombiana como el nombre, el estado civi l,  domicil io, la 

nacional idad, y la capacidad para adquir ir  derechos y obl igaciones, entre 

otros. 

  

7.3 Del mismo modo, se ha destacado que el medio para acreditar la 

personal idad es la cédula de ciudadanía, cuyo f in es el de identif icar a las 

personas, permit ir  el ejercicio de sus derechos civi les y facil i tar su 

part ic ipación en la democracia. Sobre la imp ortancia de la cédula de 

ciudadanía y su relación con la personal idad jur ídica, este Tribunal af irmó:  

  

“Jurídicamente hablando, la identif icación constituye la forma como se 

establece la individualidad de una persona con arreglo a las 

previsiones normativas. La ley le otorga a la cédula el alcance de 

prueba de la identif icación personal, de donde se inf iere que sólo con 

el la se acredita la personal idad de su t itular en todos los actos 

jur ídicos o situaciones donde se le exija la prueba de tal cal idad. En 

estas condiciones, este documento se ha convert ido en el medio 

idóneo e irremplazable para lograr el aludido propósito ” .      

(…)  

7.7 En virtud de lo anterior, el derecho a la personal idad jur ídica comprende 

la posibil idad de que los seres humanos posean determinados atr ibutos que 

constituyen la esencia de su personal idad jur ídica e individualidad como 

sujetos de derecho, lo cual se acredita mediante la cédula  de ciudadanía 

cuyo f in, de acuerdo a la jur isprudencia const itucional,  es : ( i)  el de  

identif icar a las personas; ( i i)  permit ir  el ejercic io de sus derechos civi les y; 

( i i i)  facil i tar su part ic ipación en la democracia.  De acuerdo a lo anterior, la 

Corte ha garant izado en diversas ocasiones el derecho fundamental a la 

personal idad jur ídica y al debido proceso cuando of iciosamente la 

Registraduría Nacional del Estado Civi l cancela una cédula de ciudadanía 

por doble cedulación sin ofrecer la oportunidad a la s personas afectadas de 

ejercer su derecho a la defensa.” 1 

De otro lado, la Corte Const itucional al referirse a la vulneración de 

derechos a las personas, por la no expedición de la cédula de ciudadanía, 

expuso que: 

                                      
1 Sentencia T 283 de 2018.  
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“2. En relación con la cédula de ciudadanía la Corte ha expuesto que se 

trata un documento que t iene una dinámica que va mucho más allá de la 

simple identif icación de los ciudadanos pues, aparte de la determinación de 

la individualidad de cada persona, es un documento que acredita la mayoría 

de edad y, en consecuencia, la capacidad civi l,  y que habil i ta al c iudadano 

para el ejercicio de sus derechos polít icos , administrat ivos y judiciales .  

(…).  

3. Pero la cédula de ciudadanía no sólo se desenvuelve en esos tres ámbitos 

funcionales,  pues a través de éstos también se encuentra vinculada al 

principio democrát ico del Estado de derecho y, por esa vía, a la legit imidad 

del Estado contemporáneo.  

Esto es así en cuanto la cédula de ciudadanía, al const ituir un presupuesto 

para el ejercicio de los derechos  polít icos, está l igada a la real ización de la 

democracia, esto es,  a la concurrencia de los ciudadanos a la conf iguración 

de las instancias del poder y del ordenamiento jur ídico a través de unos 

procedimientos que posibil i tan la conf luencia de la voluntad  y la opinión 

públicas. Son esos procedimientos los que permiten vincular a la ciudadanía 

a la constitución de los órganos de poder y del derecho de tal manera que 

el la pueda asumirse como autora de las inst ituciones jur ídicas de las que 

luego es destinatar ia. 

De ese modo, la cédula de ciudadanía constituye un presupuesto para el 

ejercic io de derechos que conducen, en últ imas, a legit imar el ejercic io del 

poder y del derecho pues viabi l iza el acceso a los procedimientos mediante 

los cuales aquellos se conf iguran. 

4. Esos ámbitos funcionales de la cédula de ciudadanía y su vinculación a 

la real ización del principio democrát ico como fundamento de legit imidad, son 

los que expl ican que el Estado se encuentre especialmente comprometido a 

su trámite, expedición, renovación y rect if icación y que todo ese proceso, 

entre otros, se haya encomendado a una órbita especial izada de la función 

pública como la Organización Electoral.  De all í por qué la cedulación 

constituya un servic io públ ico que debe prestarse con especial  interés pues 

no se trata sólo de la expedición de un documento público cualquiera sino 
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de la concreción, para el ciudadano, de sus posibi l idades de acceso a los 

derechos civi les y polít icos reconocidos por el ordenamiento” 2.  

 

Sobre la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y 

al acceso a la administración de justicia frente a la mora en las 

actuaciones procesales.  

La jurisprudencia de la Corte Const itucional ha precisado que la acción de 

tutela es el mecanismo efect ivo para pro teger los derechos fundamentales 

al debido proceso y al acceso a la administración de just icia, cuando los 

usuar ios de la just ic ia demandan la mora u omisión en el impulso de los 

procesos judiciales.  Al respecto, indica que “para acreditar el cumplimiento  

del requisito de subsidiar iedad en el contexto de omisiones judiciales basta 

con que se pruebe que el interesado ha desplegado una conducta procesal 

activa y que la parál isis o la di lación no es atr ibuible a su conducta”.  

Así mismo, indica que como elemento esencial de la garantía al debido 

proceso, los usuar ios de la administración de just ic ia t ienen derecho a que 

las decisiones judiciales se prof ieran dentro de un plazo razonable, el cual 

es indeterminado, pero determinable y contempla 4 elementos a sab er: “ ( i)  

las circunstancias generales del caso concreto ( incluida la afectación actual 

que el procedimiento implica para los derechos y deberes del procesado), 

( i i)  la complej idad del caso, ( i i i)  la conducta procesal de las partes, ( iv) la 

valoración global del procedimiento y (v) los intereses que se debaten en el 

trámite.  

No obstante, también advierte que la realidad material por la que atraviesa 

la just ic ia en Colombia con la congestión endémica de los despachos 

judiciales, en muchos casos impide a los funcionarios judiciales cumplir los 

plazos legalmente establecidos, por tanto para “efectos de evaluar la 

afectación a los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la 

administración de just ic ia ha de dist inguirse entre el mero retardo en la 

observancia del término y la mora judicial  injust if icada, la cual se estructura 

a part ir  de los siguientes elementos:  

                                      
2 Sentencia T 964 de 2001.  
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a) se presenta un incumplimiento de los plazos señalados en la ley para 

adelantar alguna actuación judicial;  b) no existe un mot ivo razonable que 

just if ique dicha demora, como lo es la congestión judicial o el volumen de 

trabajo; y c) la tardanza es imputable a la falta de di l igencia u omisión 

sistemát ica de los deberes por parte del funcionar io judicial.   

Explica que la “mora judicial  sólo se just i f icaría en el evento en que, ante la 

di l igencia y celer idad judicial con la que actúe el juez correspondiente,  

surjan situaciones imprevisibles e ineludibles que no le permitan cumplir con 

los términos judiciales señalados por la ley”.  

Reitera también que no todo retardo en la adopción de una decisión judicial  

vulnera per se los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a 

la administración de just ic ia, pues para que el lo se conf igure “debe probarse 

que la di lación injust if icada tuvo  origen en la falta de di l igencia del 

funcionar io judicial en el cumplimiento de sus deberes o que el plazo del 

proceso sea irrazonable.  

De igual manera, la Corte ha establecido que en la etapa de investigación 

de actos punibles el ente instructor debe cum plir de manera di l igente y 

razonable los plazos procesales establecidos en la ley, toda vez que la mora 

o di lación injust if icada de los procesos penales vulnera el debido proceso e 

impide la garantía de un efect ivo acceso a la administración de just ic ia.  

De esa forma se pronunció en la sentencia T - 791 de 2014, de la cual se 

destaca:  

“ 9.1. El derecho a la consecución de un proceso en un plazo razonable ha 

sido consagrado de manera expresa en la Convención Americana de 

Derechos Humanos, como la garantía q ue t iene toda persona a ser oída 

“dentro de un plazo razonable, por un juez o tr ibunal competente, 

independiente e imparcial,  establecido con anterioridad por la ley, en la 

sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra el la, o para la 

determinación de sus derechos y obl igaciones de orden civi l,  laboral,  f iscal 

o de cualquier otro carácter”.  

9.2. La Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha reconocido en 

reiterada jurisprudencia la necesidad de adelantar procesos judiciales con 

celeridad, anal izando la razonabil idad del plazo al interior del mismo con 

base en los siguientes criter ios: “( i)  la complej idad del asunto, ( i i)  la 



   
 

14 
 

act ividad procesal del interesado y ( i i i )  la conducta de las autoridades 

nacionales”.  

 

9.3. De otra parte, la Corte Constitucional ha señalado que la inobservancia 

de los términos judiciales, vulnera el derecho fundament al al debido 

proceso, pues el principio de celer idad es la base fundamental de la 

administración de just ic ia. De manera concreta, en la Sentencia T -450 de 

1993, se expuso que “ni el procesado t iene el deber constitucional de 

esperar indef inidamente que el Estado prof iera una sentencia condenatoria 

o absolutor ia, ni la sociedad puede esperar por siempre el señalamiento de 

los autores o de los inocentes de los del itos que crean zozobra en la 

comunidad. (. . .)  Luego es esencial la aplicación del pr incipio de ce ler idad 

en la administración de just ic ia. El lo se desprende directamente del art ículo 

228 de la Const itución, e indirectamente del art ículo 209, cuando sostiene 

que el principio de celer idad debe caracterizar la actuación administrat iva. 

Fue pues voluntad manif iesta del constituyente consagrar la celer idad como 

principio general de los procesos judiciales. Ahora una di lación por una 

causa imputable al Estado no podría just if icar una demora en un proceso 

penal. Todo lo anterior nos l leva a concluir que, f rente al desarrol lo del 

proceso penal, se deben apl icar las disposiciones sobre f i jación de términos 

en desarrol lo del pr incipio de respeto a la dignidad de la persona, como 

l ímite a la act ividad sancionadora del Estado”.  

 

9.4. Así las cosas, la di lación inj ust if icada de los procesos penales vulnera 

el debido proceso, lo cual faculta al afectado a interponer la acción de tutela, 

pues es deber de las autoridades judiciales cumplir de manera dil igente los 

plazos procesales6, toda vez que la demora en el trámite  de un proceso no 

tenga just if icación.  

 

Ahora, para mejor i lustración de la duración de los procedimientos en el 

sistema penal acusatorio se torna oportuno traer a colación lo dispuesto en 

la Ley 906 de 2004:  

 

“TITULO VI…  

CAPITULO IV.  

TÉRMINOS. 
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ARTÍCULO 156. REGLA GENERAL. Las actuaciones se desarrollarán 

con estr icto cumplimiento de los términos procesales. Su 

inobservancia injust i f icada será sancionada…  

CAPITULO VII.  

DURACIÓN DE LA ACTUACIÓN.  

ARTÍCULO 175. DURACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS. Art ículo 

modif icado por el artículo 49 de la Ley 1453 de 2011. El nuevo texto 

es el s iguiente: El término de que dispone la Fiscalía para formular la 

acusación o sol icitar la preclusión no podrá exceder de noventa (90) 

días contados desde el día siguiente a la form ulación de la imputación, 

salvo lo previsto en el art ículo 294 de este código.  

 

El término será de ciento veinte (120) días cuando se presente 

concurso de del itos, o cuando sean tres o más los imputados o cuando 

se trate de del itos de competencia de los Jueces Penales de Circuito 

Especial izados.  

 

La audiencia preparatoria deberá real izarse por el juez de 

conocimiento a más tardar dentro de los cuarenta y cinco (45) días 

siguientes a la audiencia de formulación de acusación.  

 

La audiencia del juic io oral deberá iniciarse dentro de los cuarenta y 

cinco (45) días siguientes a la conclusión de la audiencia preparatoria.  

 

PARÁGRAFO. La Fiscalía tendrá un término máximo de dos años 

contados a partir de la recepción de la noticia criminis para 

formular imputación u ordenar motivadamente el archivo de la 

indagación. Este término máximo será de tres años cuando se 

presente concurso de delitos, o cuando sean tres o más los 

imputados. Cuando se trate de investigaciones por delitos que 

sean de competencia de los jueces penales del circuito 

especializado el término máximo será de cinco años.”   (Subrayado 

y negril la del Despacho.  

 

Caso concreto 

 

De las pruebas al legadas a la actuación y lo manifestado bajo la gravedad 

de juramento en la demanda de tutela, se extracta que el señor MIGUEL 
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ESPARZA MANTILLA efectuó el trámite para la expedición de su cédula de 

ciudadanía luego de que su hermano Alf redo Esparza Manti l la lo suplantara 

y obtuviera la expedición de dicho documento presentando su Registro Civi l  

de Nacimiento; motivo por el que aquel la no se pudo expedir ,   según lo 

señaló por el extremo accionado, en atención a que el s istema encontró que 

la información biográf ica (huel las dacti lares y foto) no corresponde a las 

suministradas para el trámite de primera vez de la cedu la de ciudadanía, 

real izado el 16 de junio de 1992. 

 

o  De lo relacionado con la Registraduría Nacional del Estado 

Civil  

Considera el Despacho que, con la conducta omisiva de no entregar la 

cédula de ciudadanía al accionante, eventualmente puede cr istalizarse la 

conculcación de sus derechos const itucionales fundamentales a estar 

identif icado, recibir la prestación de servic i os de salud, de educación,  

part ic ipar en la conformación, ejercicio y control del poder polít ico, mismo 

que conl leva, el derecho de elegir y ser elegido, entre otros aspectos.  En 

efecto, el perjuic io  más que inminente es actual,  porque según lo expuesto 

en el relato fáct ico, el petic ionario no porta documento de identidad alguno 

que le permita ejercer los atr ibutos de su personal idad, de ahí la gravedad 

en que se prolongue la afectación , no sólo de su derecho a la personal idad 

jur ídica, sino que al  dif icultar le en general su identif icación,  se entorpece 

de forma relevante el l ibre desarrol lo de su personalidad, su relación con el 

Estado y con los demás part iculares.  

Bajo ese hilo conductor , la Registraduría Nacional del Estado Civi l  expl icó 

que para determinar la verdadera ident idad de quien dice l lamarse MIGUEL 

ESPARZA MANTILLA es indispensable tomar reseña de plena ident idad  de 

los sujetos involucrados, con el objet ivo de establecer mediante cotejo 

biométr ico dact i lar y/o facial que se trata de dos personas dist intas t itulares 

de la misma cédula de ciudadanía.  De cara a resolver la cuestión, la ent idad 

citó a los hermanos: Alf redo y MIGUEL ESPARZA MANTILLA para que 

acudieran a la Registraduría Municipal de Lebr ija, Santander , con el 

propósito de tomar la reseña requerida,  sin embargo, solo asist ió el aquí 

accionante, circunstancia que se erige en un óbice insalvable que impide 

brindar solución por parte del organismo encargado del proceso técnico de 

identif icación de los ciudadanos.  
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En esa lógica, se aprecia que la entrega de la cédula de ciudadanía al señor 

MIGUEL ESPARZA MANTILLA, se ha di latado ostensiblemente , pero no de 

manera injust if icada, pues luego de que la Registraduría Nacional del Estado 

Civi l expidió el 16 de junio de 1992 el documento con el cupo numérico  

13.536.467 a nombre de MIGUEL ESPARZA MANTILLA, pero a l parecer a 

petic ión de su hermano, Alf redo Esparza Mant il la, a quien le fue entregada 

y aún se encuentra en su poder ; el demandante ha real izado intentos por 

obtener su documento de ident i f icación (25 de jul io y 27 de agosto de 2020), 

sol ic itudes que fueron rechazadas por parte de la inst itución al ver if icar  que 

las huellas dact i lares y la foto no corresponden a las suministradas para el 

trámite de pr imera vez.  

Sobre el procedimiento para que la Registraduría decida sobre la 

cancelación de una cédula de ciudadanía en el marco de un proceso 

administrat ivo rogado como el sol ic itado por el accionante, los art ículos 72 

y 73 del Decreto Ley 2241 de 1986 (Código Electoral) establecen:  

 

“ARTICULO 72. Se podrá sol ic itar la cancelación de cédulas de ciudadanía 

en los casos del artículo 67 de este Código, conforme al procedimiento 

determinado en el ar tículo siguiente.  

  

ARTICULO 73. La impugnación de la cédula de ciud adanía puede hacerse 

al t iempo de su preparación o después de expedida. En ambos casos el 

Registrador del Estado Civil exigirá la prueba en que se funda la 

impugnación, oirá, s i  fuere posible, al impugnado, y, junto con su concepto 

sobre el part icular, remit irá los documentos al Registrador Nacional del 

Estado Civi l,  para que éste resuelva si niega la expedición de la cédula o se 

cancela la ya expedida ”.  

 
Podría alegarse que el accionante no agotó oportunamente el procedimiento , 

pues si bien la irregular idad que por esta senda exhibe se suscitó hace más 

de treinta años, s ituación que no deja de l lamar la atención al Despacho , 

pues la cédula de ciudadanía es un documento imprescindible para el 

ejercic io de los derechos de todos los ciudadanos colombianos ; no debe 

obviarse el intento fall ido de obtener dicho documento,  el cual fue sol ic itado 

el 25 de jul io de 2020 en un acto de desinformación o indebida asesoría , 

como de *renovación del documento y  posteriormente, el 27 de agosto de 

2020 como de *obtención de duplicado.  Estas actuaciones si bien 
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demuestran el interés del accionante por obtener el c itado documento de 

identif icación, también dejan en evidencia la ausencia de co mprensión de la 

correcta y oportuna actuación que debió adelantarse por su parte. 

 

Además de las erradas actuaciones atrás descritas, el accionante real izó el 

9 de octubre de 1997 la inscripción mediante “part ida de bautismo” de l  

Registro Civi l de Nacimiento ser ial 21916486, cuando ya había realizado 

otro el 21 de junio de 1990, al que se le asignó el ser ial 14440490 , los cuales 

se encuentran en estado válido, razón por la que el pasado 13 de febrero 

sol ic itó la cancelación del ult imo Registro Civi l de Nacimiento inscr ito, 

trámite que se encuentra en curso.  

 
Pero ese argumento no contempla que dicho mecanismo result e ef icaz, pues 

si bien no ha logrado superarse  la violación, la causa se atr ibuye a la 

imposibi l idad de continuar con el procedimiento de expedición de la cédula 

de ciudadanía hasta tanto se obtenga la reseña plena de l ciudadano Alf redo 

Esparza Mant il la , di l igencia que la Registraduría pretendió real izar a través 

de la asistencia voluntaria del implicado, actuación que fracasó por la 

desatención de éste a la c itación convocada para el 13 de febrero anter ior .  

 

El lo evidencia que se mant iene vigente la violación de sus derechos a la 

personal idad jur ídica y a la identidad, y consecuentemente de su  derecho a 

la salud aquí reclamado. En suma, el único proceso previsto por el 

ordenamiento para abordar la situación de l accionante no ha podido 

dar solución integral,  ya que no ha logrado resolver el problema de derechos 

fundamentales.   Entonces, corresponde a la Fiscalía General de la Nación 

efectuar las actuaciones de invest igación pert inentes para la toma de reseña 

de plena identidad.  

 
o  De lo relacionado con la Fiscalía General de la Nación  

 

Debido a que la Registraduría Nacional del Estado Civi l  se encuentra 

imposibi l i tada mater ialmente para establecer a quien pertenece la ident idad 

del documento expedido a nombre de  MIGUEL ESPARZA MANTILLA, decide 

abstenerse de emit ir  un acto administrat ivo que pueda perjudicar al 

verdadero dueño de la identidad, resultando fundamental que la Fiscalía 

General de la Nación adelante la investigación que permita remediar la 

problemática.  
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El art ículo 29 Superior consagra el derecho a un debido proceso sin 

di laciones injust if icadas.  El acceso a la administración de just ic ia, previsto 

en el art ículo 229 de la carta, es una prerrogativa fundamental que implica 

la resolución pronta y oportuna de los asuntos puestos a consideración de 

los órganos jurisdiccionales, en armonía con los pr incipios de celeridad y 

ef iciencia consagrados en los art ículos 29 y 228 const itucionales y en los 

art ículos 4º y 7º de la Ley Estatutaria de la Administración de Justic ia.  

 

De acuerdo con el inciso primero del art ículo 66 del Código de Procedimiento 

Penal del 2004, en armonía con el inciso primero del art ículo 250 de la 

Const itución Polít ica, el Estado por intermedio de la Fiscalía General de la 

Nación, está obl igado a ejercer la acción penal y a real izar la investigación 

de los hechos que revistan las característ icas de un del ito.  

 

El parágrafo primero del art ículo 175 ibidem señala que la Fiscalía tendrá 

un término máximo de dos años contados a part ir  de la recepción de la 

notic ia cr iminal para formular imputación u ordenar motivadamente el 

archivo de la indagación.  

 

Sin embargo, la Fiscalía Séptima Seccional de la Unidad de Investigación y 

Juicio, a la que correspondió el conocimiento de la denuncia instaura da por 

MIGUEL ESPARZA MANTILLA contra Alf redo Esparza Mant i l la por el 

presunto delito de obtención de documento públ ico falso, ha l ibrado dos 

órdenes a pol icía con el f in de dar claridad a los hechos, la primera el 24 de 

febrero de 2023 y la segunda el 9 de febrero de 2024, consistentes ambas 

en 1.- oír en declaración jurada al denunciante y 2. - pract icar estudio de 

losofoscopia al denunciante con las huel las que aparecen en la página web 

de la Registraduría, de la cédula de ciudadanía número 13.536.467.  

 

De la documentación aportada al plenario se encontró comprobante de envío 

de correo electrónico dir igido el 8 de marzo de 2022 a la dirección: 

atenciónusuar io.santander@fiscal ia.gov.co , rotulado “denuncia penal”  

denunciante: MIGUEL ESPARZA MANTILLA, denunciado: ALFREDO 

ESPARZA MANTILLA, con tres documentos adjuntos t itulados: DENUNCIA 

MIGUEL ESPARZA MANTILLA, REGISTRO CIVIL y OFICIO 

REGISTRADURÍA .   Asimismo, obra el formato de noticia cr iminal  elaborado 

por la Fiscalía General de la Nación de fecha 10 de octubre de 2022, en el 

mailto:atenciónusuario.santander@fiscalia.gov.co
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que se registra la denuncia penal formulada por el accionante en esa fecha 

por el del ito de obtención de documento público falso.  

 

Denota lo anter ior que desde el momento en que el accionante puso en 

conocimiento los hechos que originaron la invest igación penal que se 

adelanta, han transcurrido 23 meses 15 días, sin resultados palpables a la 

fecha. 

 

En la sentencia T-420 del 28 de noviembre de 2022, la Corte Const itucional 

reconoció la mora judicial como un fenómeno mult icausal que impide el 

disfrute efect ivo del derecho de acceso a la administración de just ic ia, ya 

que t iene origen en una acumulación de causas que desborda la capacida d 

de gestión de los funcionar ios, lo cual implica el desconocimiento de los 

términos de decisión, previstos en las normas procesales.  Sin embargo, en 

dicho proveído también manifestó que el Juez Consti tucional debe 

determinar en cada caso, si la mora judi cial alegada es just if icada o 

injust if icada y para el lo debe establecerse si el incumplimiento del término 

procesal:  i)  es producto de la complej idad del asunto y dentro del proceso 

se demuestra la di l igencia razonable del operador judicial,  i i)  se constat a 

que existen problemas estructurales en la administración de just icia que 

generan un exceso de carga laboral o de congestión judicial,  o ( i i i)  se 

acreditan otras circunstancias imprevisibles o ineludibles que impiden la 

resolución de la controversia en el  plazo previsto en la ley.  

 

En el caso que se examina, la Fiscalía Sépt ima Seccional de esta ciudad, 

informó que la primera actuación en el proceso radicado número 

68406.6000.143.2022.50309 seguido contra Alf redo Esparza Mant il la, se 

real izó el 24 de febrero de 2023, la cual fue rat if icada el 9 de febrero de 

2024, lo cual indica que el proceso se mantuvo inact ivo en el periodo inic ial  

[contado desde el 8 de marzo de 2022] durante  casi once meses y después 

de esa primera actuación [24 de febrero de 2023] durante casi doce meses  

más [9 de febrero de 2024] .  

 

Esa circunstancia, transgrede la prerrogativa fundamental al debido proceso 

en el que se garantiza el acceso de las víct imas a la administr ación de 

just ic ia, s in que se hayan expuesto razones que just if iquen la prolongada 

mora en que ha incurr ido el ente investigador.  
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En consecuencia, y dado que la Dirección Seccional de Fiscalías atr ibuyó la 

competencia del aludido expediente a la Fiscalía Sépt ima Seccional de 

Bucaramanga, se debe ordenar a dicho funcionar io y/o al delegado facultado 

para el lo, que en el plazo de quince (15) días siguientes a la notif icación de 

este proveído, efectúe la práct ica probatoria suf iciente que permita a la 

REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL determinar la verdadera 

identidad de quien dice l lamarse MIGUEL ESPARZA MANTILLA, motivo por 

el que una vez recaudado el material probatorio, deberá aportarlo  de manera 

INMEDIATA a la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL - 

REGISTRADOR MUNICIPAL DE LEBRIJA- SANTANDER   para que la 

entidad cont inúe con el procedimiento incoado por el accionante , el cual se 

encuentra actualmente en suspenso por la ausencia de la reseña de plena 

identidad de los sujetos involucrados.  

 

Adicional a lo anter ior, se concederá a la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL 

ESTADO CIVIL el término de cinco (5) días , contado a part ir  del recibo del 

material probatorio recaudado por parte de la FISCALÍA GENERAL DE LA 

NACIÓN, para reanudar  la actuación administrat iva tendiente a brindar una 

solución de fondo a la situación del accionante, mediante la expedición del 

documento de ident if icación que corresponda.  

 

o  De lo relacionado con NUEVA E.P.S.  

 

Con igual or ientación, ya en criter io referido anteriormente se establece que 

la falta de expedición de la cedula l imita el derecho de MIGUEL ESPARZA 

MANTILLA a estar plenamente ident if icado, así como  el ejercic io pleno de 

sus derechos civi les , polít icos, administrat ivos y judiciales .  Igualmente, se 

constata la afectación al derecho a la salud puesto que el actor requiere del 

documento de identi f icación para registrarse en el sistema de seguridad 

social en salud con miras a recibir atención médica, entrega de fármacos, 

práct ica de procedimientos médicos, entre otros servic ios  requeridos para 

la recuperación de su salud, la que se ha visto afectada por el padecimiento 

de una enfermedad cerebrovascular. 3 

 
Por lo anterior, el galeno especialista  ordenó el suministro del medicamento 

levotiroxina sódica para el tratamiento de la patología.   Con base en lo 

                                      
3 Apl icat ivo BESTDOC. 002DemandaTutela40743. Página 20.  
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anterior, se concluye que los servic ios ordenados por el médico tratante son 

urgentes, pues se requieren para curar la alteración f ís ica que sufr e el  

accionante, quien, a causa de sus padecimientos, sufr ió en el mes de 

diciembre de 2022 una  “hemorragia intraparenquimatosa temporal izquierda 

con extensión del componente hemorrágico al sistema ventr icular con leve 

ventr iculomegalia ”,  que ameritó su internación en centro hospitalario por 

aproximadamente un mes. 

Lo anter ior pone de rel ieve que si bien en NUEVA E.P.S. aparece el nombre 

de MIGUEL ESPARZA MANTILLA como activo para la prestación de servic ios 

de salud, a lo largo de este proveído ha quedado  claro que no se trata del 

accionante, sino de la persona que porta la cédula de ciudadanía número 

13.536.467, quien se presume es su hermano Alf redo Esparza Mant il la , 

suceso por el que el actor es una persona indocumentada  y como 

consecuencia de el lo, se encuentra impedido para af i l iarse  al sistema.  

Así, se admite que si bien es cierto el documento idóneo para identif icarse 

es la cédula de ciudadanía, cuando la falta de  ésta interf iere con garantías 

propias como las de la seguridad social,  resulta imper ios a la f lexibil idad de 

las ent idades prestadoras del servic io de salud para atender a una persona 

que se encuentra indocumentada, como sucedió en este caso, que según el 

dicho del accionante, debido a la gravedad de su afección la entidad le 

brindó los servicios de salud, pese a no haber presentado el documento de 

identidad, motivo por el que se discierne, NUEVA E.P.S. no ha vulnerado el 

derecho fundamental del actor . 

No obstante, ante la interrupción de la entrega de los medicamentos,  

además de encontrarse en curso el proceso de consecución de la cedula de 

ciudadanía que corresponda en todas sus partes a la identidad del 

accionante; con el f in de conjurar la afectación, se  ordenará a la Secretaría 

de Salud Departamental de Santander para que en coordinación con la 

Alcaldía de Lebrija  y NUEVA E.P.S. , adopten las medidas necesarias, 

adecuadas y suf icientes que garanticen la atención médica requerida por el 

accionante, hasta tanto se resuelva de manera def init iva su proceso de 

identif icación y pueda de manera subsiguiente, regular izar su af i l iación al 

sistema general de seguridad social en salud.  
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En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE 

PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA ,  administrando 

just ic ia en nombre de la Repúbl ica y por autoridad de la ley,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.    AMPARAR los derechos fundamentales a la ident if icación,  

personal idad jur ídica, debido proceso y salud del c iudadano MIGUEL 

ESPARZA MANTILLA, de acuerdo a las razones expuestas en la parte mot iva 

de este proveído.  

SEGUNDO.   ORDENAR a la FISCALÍA SÉPTIMA SECCIONAL DE 

BUCARAMANGA o al funcionar io que tenga a cargo las respectivas 

di l igencias, que, si aún no lo ha hecho, en el término  de quince (15) días 

siguientes a la notif icación de este proveído efectúe la práct ica probator ia 

suf iciente que permita a la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO 

CIVIL determinar la verdadera ident idad de quien dice l lamarse MIGUEL 

ESPARZA MANTILLA, motivo por el que una vez recaudado el material 

probator io, deberá aportarlo de manera  INMEDIATA a la REGISTRADURÍA 

NACIONAL DEL ESTADO CIVIL- REGISTRADOR MUNICIPAL DE LEBRIJA- 

SANTANDER    para que la entidad cont inúe con el procedimiento incoado 

por el accionante, el cual se encuentra actualmente en suspenso, por las 

razones expuestas en precedencia.  

 

TERCERO.  ORDENAR  a la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL 

ESTADO CIVIL que en el término de cinco (5) días , contado a part ir  del 

recibo del mater ial probator io recaudado por parte de la FISCALÍA GENERAL 

DE LA NACIÓN, reanude la actuación administrat iva tendiente a brindar una 

solución de fondo a la situación del accionante, mediante la expedición del 

documento de ident if icación que corresponda  a su verdadera identidad.  

 

CUARTO.    ORDENAR  a la SECRETARÍA DE SALUD 

DEPARTAMENTAL DE SANTANDER para que en coordinación con la 

ALCALDÍA DE LEBRIJA y NUEVA E.P.S., adopten las medidas necesarias, 

adecuadas y suf icientes que garanticen la atención médica requerida por el 

accionante, hasta tanto se resuelva de manera def init iva su proceso de 
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identif icación por parte de la Registraduría Nacional del Esta do Civi l y pueda 

de manera subsiguiente, regularizar su af i l iación al sistema general de 

seguridad social en salud.  

 

QUINTO.   ADVERTIR que contra este fallo procede impugnación, la 

cual debe ser presentada dentro de los tres (03) días hábi les siguientes a  

su notif icación 

 

SEXTO. -   ENTÉRESE a las partes por el medio más expedito y 

REMÍTASE  las di l igencias para su eventual revis ión ante la H. Corte 

Const itucional en caso de no ser recurrido.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

ILEANA DUARTE PULIDO 

JUEZ  
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